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Panel integrado por su presidente, el Juez Sánchez Ramos, el Juez 

Pagán Ocasio, el Juez Marrero Guerrero y la Jueza Boria 
Vizcarrondo.  

 
Pagán Ocasio, juez ponente 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2024. 

I. 

El 3 de junio de 2024, la Junta de Directores del Condominio 

Río Mar Cluster I (Junta de Directores o parte recurrente) presentó 

una Petición de revisión judicial en la que solicitó que revoquemos 

una Resolución emitida por el Departamento de Asuntos del 

Consumidor (DACO o foro recurrido) el 27 de marzo de 2024, 

notificada por correo el 1 de abril de 2024.1 En la determinación, el 

DACO ordenó a la parte recurrente a pagar a la señora Lourdes 

Miranda Rodríguez (señora Miranda Rodríguez o recurrida) 

$25,795.17 por concepto de los gastos incurridos por la recurrida 

para reparar elementos comunes en sus apartamentos del 

Condominio Río Mar Cluster I y $1,500.00 por concepto de 

honorarios de abogado por temeridad. 

 
1 Apéndice de la Petición, Anejo XVI, págs. 350-359. Al mencionar el Apéndice de 

la Petición, nos referimos al que la parte recurrente presentó el 14 de junio de 

2024, toda vez que es el más completo.  
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El 4 de junio de 2024, la Junta de Directores radicó una 

Moción en solicitud de término en la que solicitó que le concediéramos 

tiempo adicional para presentar un apéndice completo de los 

documentos que contiene el expediente administrativo. 

Ese mismo día, presentó una Moción informativa en la que 

certificó que envió por correo sendas copias del recurso al DACO y 

a la parte recurrente. 

El 10 de junio de 2024, emitimos una Resolución en la que le 

concedimos a la señora Miranda Rodríguez hasta el 3 de julio de 

2024 para presentar su alegato en oposición y a la Junta de 

Directores hasta el 20 de junio de 2024 para presentar el apéndice 

completo del caso. 

El 14 de junio de 2024, la parte recurrente radicó una Moción 

en cumplimiento de orden en la que sometió el apéndice completo del 

recurso. 

El 20 de junio de 2024, emitimos una Resolución en la que le 

ordenamos a la recurrida cumplir con nuestra Resolución del 10 de 

junio de 2024, en aras de perfeccionar el recurso. 

El 24 de junio de 2024, la señora Miranda Rodríguez presentó 

una Moción solicitando prórroga para presentar el alegato de la parte 

recurrida en la que solicitó que le extendiéramos el término para 

presentar su alegato en oposición al recurso. 

El 25 de junio de 2024, emitimos una Resolución en la que le 

concedimos a la señora Miranda Rodríguez hasta el 18 de julio de 

2024 para presentar su alegato en oposición. 

El 18 de julio de 2024, la señora Miranda Rodríguez radicó un 

Alegato de la parte recurrida en el que solicitó que confirmemos la 

Resolución del DACO. 

Contando con la comparecencia de ambas partes, damos por 

perfeccionado el recurso y, en adelante, pormenorizaremos los 

hechos procesales atinentes a la solicitud de revisión judicial. 
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II. 

 El caso de marras tiene su génesis el 26 de enero de 2023 

cuando la señora Miranda Rodríguez radicó una Querella en el 

DACO en contra de la Junta de Directores para reclamarle el 

reembolso de los gastos en los que incurrió para reparar daños en 

sus apartamentos que la aseguradora Triple S Propiedad adjudicó 

en $28,728.10 y que correspondían a elementos comunes del 

condominio.2 La Querella recibió el número identificador C-SAN-

2023-0013145. 

 Luego de múltiples trámites procesales, los cuales incluyeron 

la Contestación a querella por la Junta de Directores3 y la 

estipulación de documentos y hechos4, el 27 de marzo de 2024, el 

DACO emitió la Resolución recurrida en la que le ordenó a la parte 

recurrente satisfacer $25,795.17 por concepto de los gastos 

incurridos por la señora Miranda Rodríguez para reparar daños a 

elementos comunes del condominio y $1,500 por concepto de 

honorarios de abogado.5 Evaluadas las estipulaciones, la prueba 

documental y el expediente administrativo, el foro recurrido realizó 

las siguientes veintisiete (27) determinaciones de hechos: 

1. La parte querellante, Lourdes Miranda es titular de los 
apartamentos 10-B y 10-D en el Condominio R[í]o Mar 
Cluster I localizado en R[í]o Grande, Puerto Rico. Advino 
titular de dichos apartamentos mediante escrituras de 
compraventa, otorgadas el 16 de julio y 28 de noviembre 

de 2018, respectivamente. 
2. El condominio R[í]o Mar Cluster I se encuentra sometido 

al régimen de propiedad horizontal. 
3. Antes de la parte querellante adquirir sus apartamentos, 

los mismos resultaron afectados por el paso del huracán 
Mar[í]a en el mes de septiembre de 2017. En dichas 
propiedades se documentaron múltiples daños que 
formaron parte de la reclamación #1344511 que preparó 
Effective Claims Management (ECM) del Cluster I a la 
aseguradora Triple S Propiedad. 

4. Cuando la parte querellante adquirió sus apartamentos 
la reclamación estaba sometida en Triple S Propiedad. No 
se había recibido a[ú]n oferta de dicha aseguradora por 
los daños que provocó el huracán Mar[í]a en las villas o 
apartamentos de R[í]o Mar Cluster I. 

 
2 Íd., Anejo I, págs. 1-47. 
3 Íd., Anejo V, págs. 60-68. 
4 Íd., Anejo VIII, págs. 203-290. 
5 Íd., Anejo XVI, págs. 350-359. 
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5. La parte querellante decidió realizar trabajos de 
reparaciones de las villas o apartamentos 10-B y 10-D 
para asegurarlas y que las mismas no se deterioraran. 
Las reparaciones realizadas incluyeron reparaciones de 
elementos comunes de la fachada en ambas villas o 
apartamentos. 

6. El 17 de noviembre de 2019 se notificó una convocatoria 
a una asamblea extraordinaria del Consejo de Titulares. 
Como parte de la agenda de asuntos a discutirse se 
encontraba la discusión y aprobación de la oferta de 
seguros Triple S Propiedad por los daños ocasionados al 
complejo Cluster I de R[í]o Mar. Además, se discutiría y 
aprobaría el desglose de distribución del pago del seguro 
para los daños en los apartamentos y sus áreas 
comunales. En esa asamblea el Consejo de Titulares 
aprobó el plan de distribución. 

7. En la asamblea antes mencionada se aprobó la oferta que 
hizo Triple S Propiedad y el desglose de distribución que 
se hizo para el condominio R[í]o Mar Cluster I, según 
circulado con la convocatoria. 

8. El Acta de la asamblea extraordinaria con fecha de 7 de 
diciembre de 2019 recoge que se dijo que todo lo que es 
fachada, puertas y ventanas que fueron reclamadas, lo 
pagará el condominio. 

9. La cantidad adjudicada por los elementos privados de la 
villa 10-B fue de $4,775.30. De otra parte, la cantidad 
adjudicada por los elementos privados de la villa 10-D fue 
de $3,078.01. 

10. No existe controversia entre las partes en relación a las 
cantidades adjudicadas a los elementos privativos de los 
apartamentos. La parte querellante expresó aceptar 
recibir el pago de las cantidades indicadas por los 
elementos privativos, sin que se entienda que al aceptar 
el pago se renuncia a su reclamación de las reparaciones 
que hicieron a elementos comunes de la fachada. 

11. Conforme al Appraisal Report preparado por ECM para 
Triple S Propiedad, se adjudicó la cantidad de $12,162.00 
por concepto de elementos comunes de fachada para la 
villa 10-B. De la adjudicación preparada por el Lcdo. 
Roberto Rivera, quien era el asesor legal del condominio, 
dicha cantidad es de $10,200.00. 

12. De otra parte, con relación a la villa 10-D en el Appraisal 
Report preparado por ECM para Triple S Propiedad se 
adjudicó la cantidad de $12,316.25 por concepto de 
elementos comunes de fachada. De la adjudicación 
preparada por el Lcdo. Roberto Rivera dicha cantidad es 
de $7,260.00 

13. Mediante comunicación cursada el 20 de mayo de 2021, 
la parte querellante solicitó a la Junta de Directores del 
Condominio R[í]o Mar Cluster I un rembolso por las 
reparaciones a elementos de fachada ésta realizó. Entre 
ellos, reparación de ventanas, puertas, barandas y 
"gutters". En la misma la parte querellante solicita se le 
rembolse la cantidad de $17,653.99 por las reparaciones 
de elementos comunes de la fachada. Según la 
adjudicación preparada por el Lcdo. Roberto Rivera, la 
cantidad a rembolsarse era de $17,460.00. 

14. De la Minuta con fecha de 17 de octubre de 2021 se 
desprende que todos los miembros de la Junta de 
Directores estuvieron de acuerdo en esperar la evaluación 
del abogado relacionado a la distribución del seguro. 

15. Por otro lado, de la Minuta de la reunión de la Junta de 
Directores de 14 de diciembre de 2021 se desprende que 
el Lcdo. Roberto Rivera Ruiz, abogado del condominio, 
preparó un documento para que se dividieran las 
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reclamaciones de las áreas comunes generales y áreas 
privadas. 

16. De la Minuta de la reunión de la Junta de Directores 
celebrada el 14 de marzo de 2022 se desprende que se 
acordó que se hiciera una reunión de los miembros de la 
Junta y el Lcdo. Rivera Ruiz para discutir los reportes de 
Triple S Propiedad y ECM. Esto, excluyendo a los 
miembros de la Junta que tenían reclamaciones. 

17. El 14 de junio de 2022 se llevó a cabo una reunión de 
Junta en la que estuvo presente el Lcdo. Roberto Rivera 
Ruiz. De la Minuta de dicha reunión se desprende que el 
Lcdo. Rivera Ruiz confirmé que se hizo un desglose de lo 
que se habla asignado a las áreas comunes como 
ventanas, puertas y otros elementos comunes que 
algunos titulares repararon. Igualmente, el Lcdo. Rivera 
Ruiz indicó que los relevos recibidos firmados por los 
titulares en marzo de 2021 corresponden únicamente a 
los daños de elementos privativos. 

18. El 13 de diciembre de 2022, la parte querellante dirigió 
una comunicación al señor Jaime Pla, presidente de la 
Junta de Directores del condominio. En dicha 
comunicación se hace un resumen de las gestiones de la 
parte querellante solicitando el rembolso de las 
reparaciones que hicieron de los elementos comunes que 
forman parte de la fachada. 

19. La parte querellante presentó ante este Departamento la 
querella de epígrafe el 28 de diciembre de 2022. En la 
misma, se solicitó en síntesis el rembolso de las 
cantidades adjudicadas por los daños en los elementos 
comunes que tuvieron que reparar. 

20. El 14 de marzo de 2023, la parte querellante remitió al 
presidente de la Junta de Directores, José Mattei, dos 
documentos intitulados Relevo por pago y/o rembolso por 
daños huracán Mar[í]a. Dichos documentos fueron 
suscritos por la parte querellante con fecha de 27 de 
febrero de 2023 y se indicaba en síntesis que se aceptaba 
el pago de $15,896.81 por los daños del apartamento 10-
B y $9,898.36 por los daños del apartamento 10-D. Esto 
incluía tanto los elementos comunes como privados de 
dichos apartamentos. 

21. El 15 de marzo de 2023 el Sr. José Mattei, presidente de 
la Junta de Directores cursó un correo electrónico a la 
parte querellante indicando que procedería a pedir el 
cheque. 

22. El 8 de junio de 2023 la parte querellante remitió una 
misiva a la administración del condominio y otros 
miembros de la Junta de Directores. En la misma, la 

parte querellante indica que lleva 2 años reclamando el 
pago de las reparaciones que hizo de elementos comunes. 

23. De otra parte, en la contestación a querella la parte 
querellada incluyó un correo electrónico donde se 
convoca a una reunión extraordinaria el domingo 23 de 
mayo de 2021 para la aprobación de una derrama por la 
cantidad de $127,500.00 o la aprobación de la utilización 
de la cuenta de ahorro para poder realizar el trabajo de 
pintura del condominio. La querellante Lourdes Miranda 
estuvo presente y votó en la misma. 

24. El 26 de mayo de 2021 se cursó una comunicación 
firmada por el presidente de la Junta de Directores del 
R[í[o Mar Cluster I, Jaime Pla Cortés y dirigida a todos los 
condóminos. En la misma se indica que se aprobó 
proceder con la reparación de los techos del condominio 
cambiando las tejas y la pintura de todo el condominio 
utilizando para esto parte de la reserva de los fondos que 
tenemos. 
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25. Junto a la contestación a la querella de epígrafe, se 
acompañó una comunicación con fecha de 19 de mayo de 
2021 de Jaime Pla, entonces presidente de la Junta de 
Directores de R[í]o Mar Cluster I y dirigida a Expert 
Technical Services. En la misma se indica la intención de 
adjudicar los trabajos descritos para el proyecto de 
Cluster I de Rio Mar por la suma de $517,000.00. 

26. La señora Lourdes Miranda fue elegida secretaria de la 
Junta de Directores de R[í]o Mar Cluster I. Esta ocupa 
dicho cargo desde el 11 de septiembre de 2021 hasta el 
presente. 

27. Durante la vista administrativa, la parte querellante 
estableció para récord que su reclamo total es por la 
cantidad de $25,795.17. Dicha cantidad se desglosa en 
$15,896.81 correspondientes a los elementos privados y 
comunales de la villa 10-B y $9,898.36 de los elementos 
privados y comunales de la villa 10-D.6 

 

En vista de esos hechos, el foro recurrido concluyó que el Consejo 

de Titulares del Condominio Río Mar Cluster I tenía la 

responsabilidad de reembolsarle a la señora Miranda Rodríguez lo 

que gastó para reparar elementos comunes de sus apartamentos, 

según establecen los Arts. 49 y 53(g) de la Ley de Condominios de 

Puerto Rico, Ley Núm. 129 de 2020, según enmendada, 31 LPRA 

secs. 1922u y 1922y (Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020). 

A su entender, la recurrida estuvo obligada a realizar las 

reparaciones para salvaguardar su propiedad, mientras la 

reclamación al seguro del condominio aún estaba pendiente de 

adjudicación. Según razonó, al así hacerlo, no renunció a la 

compensación del seguro, ni el derecho a ser reembolsada por sus 

gastos.  

 También, rechazó una defensa alegada por la parte recurrente 

en la que adujo que, para realizar unas obras extraordinarias de 

reparación de techos y pintura del condominio, el Consejo de 

Titulares aprobó utilizar unos fondos de una cuenta de ahorros que 

contenía el dinero para reparar elementos comunes. A juicio del foro 

recurrido, esas obras no fueron aprobadas conforme a derecho, toda 

vez que no surgió de los documentos que la Asamblea fue convocada 

en cumplimiento con los Arts. 51 y 52 de la Ley de Condominios de 

 
6 Íd., págs. 351-354. 
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Puerto Rico de 2020, supra secs 1922w y 1922x. Además, estimó 

que, por tratarse de asuntos independientes, aun si se presumiera 

que dicha asamblea fue válida, el Consejo de Titulares no quedó 

liberado de su responsabilidad de reembolsar a la recurrida por 

concepto de lo gastado en las reparaciones. 

 Por último, concluyó que la parte recurrente actuó con 

temeridad y, en consecuencia, impuso el pago de honorarios de 

abogado a favor de la recurrida. 

 En desacuerdo, la Junta de Directores presentó una Moción 

de reconsideración en la que solicitó al DACO que revirtiera su 

determinación. Transcurrido el término de quince (15) días para que 

el foro recurrido tomara acción sobre la solicitud sin haberlo 

realizado, la reconsideración fue rechazada de plano. 

 Inconforme aún, el 3 de junio de 2024, la Junta de Directores 

radicó el presente recurso y le imputó al DACO la comisión de los 

siguientes tres (3) errores:  

1. Erró el Honorable Departamento de Asuntos del 
Consumidor al determinar que correspondía a la Junta 
de Directores desembolsar a la parte querellante lo que 
esta gastó en la reparación de los elementos comunes de 
sus apartamentos, cuando dichas cuantías no fueron 
adjudicadas a ninguno de los apartamentos en el 
Desglose de Distribución, aprobado por el Consejo de 
Titulares. 

2. Err[ó] el Honorable Departamento de Asuntos del 
Consumidor al determinar que es improcedente la 
asamblea celebrada el de [sic] 21 de mayo de 2021, bajo 
la determinación de que la misma no fue convocada 
conforme a derecho, cuando la querellante-recurrida 
estuvo presente en la asamblea y no impugnó la misma 
en el término que establece el Artículo 65 de la Ley de 
Condominios, Ley 129 de 16 de agosto de 2020. 

3. Err[ó] el Honorable Departamento de Asuntos del 
Consumidor al determinar que la parte querellada-
recurrente obró con temeridad cuando la solicitud del 
pago de la cuantía reclamada fue determinada el 14 de 
junio de 2022 por la Junta de Directores, sin que fuera 
objeto de enmienda al desglose de distribución aprobado 
por el Consejo de Titulares. 

 

Es su posición que, como los fondos del condominio fueron 

utilizados para sellar el techo, reparar las tejas y pintar la 

estructura, correspondía que se convocara al Consejo de Titulares 

para que determinara la procedencia de los fondos para el pago de 
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las cuantías específicas de la reparación de los elementos comunes 

de fachada de los apartamentos afectados por el huracán. Asimismo, 

esboza que sería contrario a derecho resolver que la Junta de 

Directores tenía que pagar a la señora Miranda Rodríguez 

únicamente, cuando existían otros apartamentos que sufrieron el 

mismo tipo de daño. 

 A su vez, plantea que la recurrida no impugnó las asambleas 

del 17 de noviembre de 2019 y el 23 de mayo de 2021 conforme a 

derecho, ni acreditó que votó en contra de las determinaciones 

tomadas. En síntesis, aduce que la Querella fue presentada tras 

vencer el término de treinta (30) días para impugnar los acuerdos y 

que los argumentos de impugnación surgieron durante el proceso 

para dilucidar la Querella – el 14 de marzo de 2024 – luego de 

transcurridos más de dos años desde las asambleas. Además, 

arguye que, pese a que la asamblea del 23 de mayo de 2021 fue 

convocada en incumplimiento del ordenamiento, su impugnación 

fue tardía porque la recurrida fue secretaria de la Junta de 

Directores desde septiembre de 2021 y pudo impugnar los acuerdos 

tomados en su presencia, pero no lo hizo. 

 Por último, argumentó que la Junta de Directores no actuó 

con temeridad, ni se condujo de forma obstinada, contumaz o 

insistente en una actitud frívola o desprovista de fundamento, por 

lo que no procede la imposición de los honorarios de abogado. 

 El 18 de julio de 2024, la señora Miranda Rodríguez presentó 

un Alegato de la parte recurrida en la que arguyó a favor de la 

Resolución recurrida. Es su contención que los hechos estipulados 

por las partes impiden darles la razón a los planteamientos de la 

Junta de Directores y variar el dictamen del foro recurrido. Según 

arguye, la antigua Ley de Condominios, Ley Núm. 104 de 1958, 

según enmendada, 31 LPRA ant. secs. 1291-1294, (antigua Ley de 

Condominios), vigente al momento de realizarse las reparaciones, 
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facultaba a los titulares a realizar a sus expensas obras urgentes o 

necesarias de reparación, seguridad o conservación de los elementos 

comunes y luego repetir en contra de los demás titulares para 

recobrar lo gastado. Por ello, reiteró que ese asunto – la 

responsabilidad de reembolsar – es independiente de la controversia 

en cuanto a las asambleas celebradas por el Consejo de Titulares. 

Sobre estas, aduce de todas maneras que la parte recurrente no 

demostró que fueron convocadas conforme a Derecho. Por último, 

plantea que no procede variar la determinación de temeridad que 

hizo el foro recurrido. 

 En adelante, perfeccionado el recurso, esbozaremos el 

derecho aplicable al recurso de epígrafe. 

III. 

A. 

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno 

de Puerto Rico, Ley Núm. 38 de 2017, según enmendada, 3 LPRA 

secs. 9601 et seq., (LPAU) establece el alcance de la revisión judicial 

de las determinaciones de las agencias administrativas. A tenor de 

esta y la jurisprudencia aplicable, la revisión judicial consiste, 

esencialmente, en determinar si la actuación de la agencia se dio 

dentro de las facultades que le fueron conferidas por ley y si es 

compatible con la política pública que la origina. Capó Cruz v. Jta. 

de Planificación et al., 204 DPR 581, 590-591 (2020); Rolón 

Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 26, 35 (2018). Es decir, este 

tipo de revisión busca fundamentalmente limitar la discreción de las 

agencias y garantizar que estas desempeñen sus funciones de 

acuerdo con los confines de la ley. García Reyes v. Cruz Auto 

Corp., 173 DPR 870, 891-892 (2008). De la mano con esto, es norma 

reiterada de derecho que los foros revisores le concederán gran 

deferencia y consideración a las decisiones de las agencias 

administrativas, debido a la vasta experiencia y el conocimiento 
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especializado que poseen sobre los asuntos que le fueron delegados. 

Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, 202 DPR 117, 126 

(2019); Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra. Conforme a ello, 

los tribunales deben ser cautelosos al intervenir con las decisiones 

de los organismos administrativos. García Reyes v. Cruz Auto 

Corp., supra, pág. 892. 

 Por las razones antes aludidas, las decisiones de las agencias 

administrativas gozan de una presunción de legalidad y corrección. 

Capó Cruz v. Jta. de Planificación et al., supra, pág. 591; Rolón 

Martínez v. Supte. Policía, supra; García Reyes v. Cruz Auto 

Corp., supra. Estas presunciones deberán sostenerse por los 

tribunales a menos que la parte que las impugne presente evidencia 

suficiente para derrotarlas. Graciani Rodríguez v. Garage Isla 

Verde, supra, pág. 128 (citas omitidas); Rolón Martínez v. Supte. 

Policía, supra (citas omitidas). Para lograrlo, es necesario que dicha 

parte demuestre que, en el expediente administrativo, existe otra 

prueba que reduce el valor probatorio de la evidencia impugnada 

hasta el punto en que no es posible concluir que la determinación 

recurrida fue razonable, según la totalidad de la prueba presentada. 

Íd., págs. 128-129 (citas omitidas). 

Así, al momento de revisar una decisión administrativa, el 

criterio rector para los tribunales será la razonabilidad en la 

actuación de la agencia. Íd., pág. 127; Rolón Martínez v. Supte 

Policía, supra; García Reyes v. Cruz Auto Corp., supra. Cónsono 

con ello, será necesario determinar si la agencia actuó de forma 

arbitraria, ilegal o de manera tan irrazonable que abusó de su 

discreción. Íd.  

Según ha quedado establecido como norma general, el 

ejercicio de revisión judicial de una decisión administrativa se limita 

a tres asuntos: (1) la concesión del remedio apropiado; (2) la revisión 

de las determinaciones de hecho conforme al criterio de evidencia 
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sustancial que obra en el expediente administrativo; y (3) la revisión 

completa y absoluta de las conclusiones de derecho. Rolón 

Martínez v. Supte Policía, supra, págs. 35-36; Asoc. Fcias. v. 

Caribe Specialty et al. II, 179 DPR 923, 940 (2010). 

De esta forma, en el contexto de las determinaciones de 

hechos realizadas por las agencias administrativas, los tribunales 

no deben intervenir o alterar las determinaciones de hechos de un 

organismo administrativo si se fundamentan en evidencia 

sustancial que surja de la totalidad del expediente administrativo. 

Capó Cruz v. Jta. de Planificación et al., supra; Rolón Martínez 

v. Supte Policía, supra, pág. 36. Dentro de este marco, evidencia 

sustancial se entiende como aquella “prueba relevante que una 

mente razonable podría aceptar como adecuada para sostener una 

conclusión”. Íd., citando a Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 77 

(2004); Rolón Martínez v. Supte Policía, supra. Por ello, la parte 

que alegue ausencia de evidencia sustancial debe demostrar que 

existe:  

“[O]tra prueba en el récord que razonablemente 
reduzca o menoscabe el peso de tal evidencia, hasta el punto 
de que un tribunal no pueda, concienzudamente, concluir 
que la evidencia sea sustancial [...] hasta el punto que se 
demuestre claramente que la decisión [del organismo 
administrativo] no está justificada por una evaluación justa 
del peso de la prueba” que tuvo ante su consideración. 
Metropolitana S.E. v. A.R.Pe., 138 DPR 200, 213 (1995) 
citando a Hilton Hotels International, Inc. v. Junta de 

Salario Mínimo, 74 DPR 670, 686 (1983). 

 

En caso de que la parte recurrente no demuestre que existe esa otra 

prueba e incumpla su obligación de derrotar la presunción de 

legalidad y corrección de las decisiones administrativas, las 

determinaciones de hechos deben ser sostenidas por el tribunal 

revisor. Ramírez v. Depto. de Salud, 147 DPR 901, 905 (1999).  

Ahora bien, las conclusiones de derecho pueden ser revisadas 

en su totalidad. Capó Cruz v. Junta de Planificación, supra.  No 

obstante, esto no significa que se deba sustituir automáticamente el 

criterio de la agencia, al que debemos gran deferencia. Íd. Por el 
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contrario, el criterio de la agencia únicamente se descartará cuando 

no se pueda encontrar un fundamento racional que explique o 

justifique el dictamen recurrido. Íd., citando a Rolón Martínez v. 

Supte. Policía, supra. Empero, cuando se trate de conclusiones de 

derecho que no envuelvan interpretaciones dentro del área de 

especialización de la agencia, se revisarán sin circunscribirse al 

razonamiento que haya hecho la agencia. Rivera v. A & C 

Development Corp., 144 DPR 450, 461 (1997). Asimismo, cuando 

estén entremezcladas cuestiones de hechos y conclusiones de 

derecho, también se tendrá amplia facultad para revisarlas, como si 

fuesen una cuestión de derecho propiamente. Íd.  

 Es pertinente señalar que nuestro sistema de adjudicación 

administrativo busca “alentar la solución informal de las 

controversias”, según establece la Sec. 1.2 de la LPAU, supra sec. 

9602. Para ello, la LPAU, supra, permite que las agencias 

establezcan las reglas y procedimientos que regirán ante sí para la 

solución rápida e informal de las controversias; siempre 

salvaguardando los derechos garantizados por ley. Íd. Por lo cual, 

las agencias no quedan sometidas a un procedimiento rígido que 

obstaculiza la producción de una solución rápida, justa y 

económica. Íd.  

En suma, la referida deferencia a la decisiones adjudicativas 

e interpretaciones legales de las agencias administrativas debe ceder 

cuando se demuestre que: (1) la decisión no está basada en 

evidencia sustancial; (2) la agencia ha errado en la aplicación de la 

ley; (3) la actuación de la agencia resulta ser arbitraria, irrazonable 

o ilegal; y (4) la actuación administrativa lesiona derechos 

constitucionales fundamentales. The Sembler Co. v. Mun. de 

Carolina, 185 DPR 800, 822 (2012), citando a Empresas Ferrer v. 

A.R.PE., 172 DPR 254, 264 (2007)). 
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B. 

 Antes de que la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, 

supra, fuera promulgada en 2020, el estatuto vigente era la antigua 

Ley de Condominios, supra.7 Mediante esta ley, se viabilizó la 

propiedad individual sobre apartamentos ubicados en un edificio 

sometido al régimen de propiedad horizontal, conocido ese último 

como un condominio. 

Entre sus disposiciones, el Art. 11 de la antigua Ley de 

Condominios, supra ant. sec. 1291i, estableció que ciertos elementos 

de los condominios eran comunes generales necesarios, los cuales 

no serían susceptibles de propiedad individual por los titulares y 

estarían sometidos a un régimen de indivisión forzosa. Entre ellos, 

incluyó el vuelo, los cimientos, las paredes de carga, los techos, las 

escaleras y las vías de entrada o salida. Íd. Asimismo, en un ánimo 

de que la lista de elementos mencionados por dicho Artículo no fuera 

limitada, se dispuso que “[c]ualquier otro elemento que fuere 

indispensable para el adecuado disfrute de los apartamientos en el 

inmueble” sería considerado como un elemento común general y 

necesario. Íd. 

En virtud de esta última cláusula, la fachada y las paredes 

perimetrales de un edificio son consideradas como bienes de uso 

común, dado que son racionalmente necesarias para la existencia, 

conservación, seguridad y disfrute del apartamento por su titular. 

Junta Dir. Cond. Montebello v. Torres, 138 DPR 150, 155-156 

(1995).  

 
7 Por la pertinencia de ambos cuerpos de ley, reseñamos algunos Artículos 

relevantes de cada una, cuya vigencia coincidió con los hechos de este caso en 

diferentes momentos. Los hechos que dieron pie a la controversia, como las 
reparaciones realizadas por la señora Miranda Rodríguez, sucedieron durante la 

vigencia de la antigua Ley de Condominios, supra. Mientras tanto, el proceso 

administrativo, así como la asamblea del 23 mayo de 2021 y los argumentos de 

impugnación, surgieron durante la vigencia de la actual Ley de Condominios de 
Puerto Rico de 2020, supra. 
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 Este reconocimiento de la fachada como un elemento común 

estaba también reflejado en el Art. 15 de la antigua Ley de 

Condominios, supra ant. sec. 1291m, toda vez que le impedía a los 

titulares realizar sobre su apartamento mejoras, modificaciones, 

reparaciones y limpieza que cambiaran la forma externa de las 

fachadas. Es decir, se prohibía que un titular pudiera, por su 

cuenta, alterar la fachada o decorar las puertas, paredes o ventanas 

de forma que afectara el conjunto arquitectónico y estético del 

edificio. Junta Dir. Cond. Montebello v. Torres, supra, pág. 155.  

 Esta naturaleza común de la fachada, de la cual un titular 

adquiere una parte indivisa, les imputa, además, a los titulares la 

obligación de contribuir proporcionalmente a los gastos incurridos 

por el condominio para conservarla y mantenerla. Junta Dir. Cond. 

Montebello v. Torres, supra, pág. 156. Ello, a su vez, se desprendía 

del Art. 39 de la antigua Ley de condominios, supra ant. sec. 1293c, 

el cual le imponía a cada titular la responsabilidad de contribuir 

proporcionalmente a los gastos de administración, conservación y 

reparación de los elementos comunes generales del condominio.  

Ahora bien, el Art. 17 de la antigua Ley de condominios, supra 

ant. sec. 1291o, disponía que “[c]uando el inmueble o sus elementos 

comunes requieran obras urgentes o necesarias de reparación, 

seguridad o conservación, cualquier titular podrá hacerlas a sus 

expensas y repetir contra los demás para el pago proporcional 

de los gastos hechos, mediante las justificaciones pertinentes”. 

(Énfasis nuestro). En el caso de obras urgentes o necesarias, la 

facultad de repetición del gasto procedería “siempre y cuando la 

Junta de Directores, una vez notificada, hubiese dejado de actuar 

con la diligencia que ameriten las obras en cuestión, salvo 

situaciones de emergencia”. Íd. (Énfasis nuestro). De lo anterior se 

desprende, entonces, que un titular: (1) podía realizar las obras 

urgentes o necesarias para reparar o conservar elementos comunes, 
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tales como la fachada, cuando existiera justificación para ello; (2) 

podía ser reembolsado por el gasto incurrido cuando haya notificado 

a la Junta de Directores y esta no actuara con la diligencia 

necesaria; y (3) podía ser reembolsado sin cumplir con el requisito 

de notificación e inacción diligente de la Junta de Directores cuando 

se tratara de situaciones de emergencia. 

C. 

 En 2020, la Asamblea Legislativa promulgó la Ley de 

Condominios de Puerto Rico de 2020, supra secs. 1921 et seq., con 

el fin de actualizar las normas que rigen la convivencia en los 

condominios sometidos al régimen de propiedad horizontal. Entre 

sus actualizaciones, la nueva Ley de Condominios de Puerto Rico 

2020, supra, incluyó disposiciones para la atención de emergencias 

climáticas y estados de emergencia, producto de las experiencias 

vividas tras el desastroso paso de los huracanes Irma y María. 

 Lógicamente, este nuevo estatuto derogó el anterior. Entre sus 

innovaciones, a diferencia de la anterior ley, se dedicó el Art. 3 de la 

nueva Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra sec. 1921b, 

a definiciones aplicables a los fines del estatuto. Por su pertinencia, 

resaltamos los siguientes conceptos: 

j) Elementos comunes — Son los elementos que no son 
susceptibles de propiedad individual por los titulares y 
sujetos a un régimen de indivisión forzosa. 
k) Elementos comunes limitados — Son elementos comunes 
que se destinen al servicio de más de un titular con exclusión 
de los demás, tales como pasillos, escaleras y ascensores 
especiales, servicios sanitarios comunes a los apartamentos 
de un mismo piso y otros análogos.  
[…] 
o) Fachada — El diseño del conjunto arquitectónico de los 
elementos comunes y estético exterior del edificio, según se 
desprende de los documentos constitutivos de condominio. 
[…] 
q) Obra de Mejora — Toda obra permanente que no sea de 
mantenimiento, dirigida a aumentar el valor o la 
productividad de la propiedad en cuestión o a proveer 
mejores servicios para el disfrute de los apartamentos o de 
las áreas comunes. 
r) Obra Extraordinaria — Toda obra de mantenimiento no 
prevista en el presupuesto anual, que requiera la imposición 
de una derrama para su ejecución. 
s) Obra para Atender Estado de Emergencia — Todo gasto 
operacional necesario para atender un “Estado de 
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Emergencia”, ya sea en preparativo para atender cualquier 
situación que resulte de una emergencia. Se entenderá que 
existe un “Estado de Emergencia” cuando así lo decreten las 
autoridades estatales o federales pertinentes. 
t) Obra Urgente — Toda obra cuya ejecución no pueda 
posponerse por razones apremiantes de seguridad o porque 
sea necesaria para la restitución de los servicios esenciales, 
tales como el suministro de agua, de electricidad o la puesta 
en funcionamiento de los ascensores. 
[…] Íd. 

 

Respecto a los elementos comunes, en el Art. 17 de la nueva Ley de 

Condominios de Puerto Rico 2020, supra sec. 1921p, se mantuvieron 

intactos, respecto a la ley anterior, los elementos del condominio que 

se consideran como elementos comunes, sujetos a indivisión 

forzosas y no susceptibles a la propiedad individual. A ello se suma 

que los acuerdos para la realización de obras necesarias para la 

conservación o seguridad de los elementos comunes del inmueble 

deberán ser convenidos por la mayoría de los titulares, así como 

prescribe el Art. 18 de la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, 

supra sec. 1921q. De igual manera, el Art. 59 de la referida ley 

conservó la obligación de los titulares de contribuir 

proporcionalmente a los gastos para la administración, 

conservación y reparación de los elementos comunes generales del 

inmueble. 31 LPRA sec. 1923d. 

 Por otra parte, conforme al Art. 39 de la Ley de Condominios 

de Puerto Rico de 2020, supra sec. 1922k, cada titular tiene la 

obligación de “ejecutar a sus únicas expensas las obras de 

modificación, reparación, limpieza, seguridad y mejoras de su 

apartamento, sin perturbar el uso y goce legítimo de los demás”. 

Asimismo, este Artículo les impuso a los titulares el deber de realizar 

las obras de reparación y seguridad tan pronto sean necesarias para 

que no se afecte la seguridad o la buena apariencia del inmueble. 

Íd. Respecto a la fachada, este Artículo les prohibió a los titulares 

cambiar la forma externa de la fachada, las puertas o ventanas 

exteriores sin el consentimiento de dos terceras partes de los 
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titulares que, a su vez, reúnan dos terceras partes de las 

participaciones en las áreas comunes. Íd. 

 Como órgano rector y deliberativo del condominio, el Art. 49 

de la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra sec. 1922u, 

instituyó el Consejo de Titulares, compuesto por todos los titulares, 

y le dotó del poder de aprobar el presupuesto anual, los estados 

financieros del condominio, la ejecución de obras extraordinarias y 

mejoras, así como la obtención de fondos para la realización de 

estas, entre otros. 

 Como órgano ejecutivo del condominio, el Art. 53 de la Ley de 

Condominios de Puerto Rico de 2020, supra sec. 1922y, facultó al 

Director o la Junta de Directores con múltiples deberes, de los 

cuales se destacan los siguientes: (1) preparar y someter un 

presupuesto anual al Consejo de Titulares; (2) cobrar a los titulares 

las cantidades que deben contribuir a los gastos comunes; (3) 

someter para la aprobación del Consejo de Titulares los estados 

financieros del condominio; (4) atender a la conservación del 

inmueble; (5) disponer de las reparaciones ordinarias conforme al 

presupuesto anual; y (6) respecto a las reparaciones extraordinarias, 

adoptar las medidas necesarias previa aprobación del Consejo de 

Titulares. A ello, deben sumársele varias disposiciones del Art. 49 

de la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra, las cuales 

permiten que el Director, el Presidente o el Tesorero de la Junta de 

Directores ordenen las obras extraordinarias, las urgentes, y las 

necesarias para enfrentar estados de emergencia con la previa 

autorización mayoritaria del Consejo de Titulares, debidamente 

convocado en asamblea extraordinaria para atender el asunto 

específico.  

 Por otro lado, también se crea un nuevo esquema para el 

establecimiento de un seguro contra riesgos para el edificio sujeto al 

régimen de propiedad horizontal. A esos efectos, el Art. 62 de la Ley 
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de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra sec. 1923g, permite 

que el Consejo de Titulares con el voto de la mayoría asegure contra 

riesgos el inmueble para cubrir las áreas comunes generales, 

procomunales y limitadas, así como otros riesgos no relacionados a 

la propiedad privada de los titulares.  

Del referido Artículo queda claro que la adquisición de este 

tipo de seguro no afecta ni restringe el derecho de cada titular de 

asegurar su propiedad privada o los elementos privativos de su 

apartamento. Íd. De similar manera, el titular que asegure su 

propiedad privada o los elementos privativos de su apartamento no 

quedará exonerado de pagar la parte que le corresponda de 

cualquier seguro comunal que apruebe el Consejo de Titulares. Íd. 

Entretanto, el Art. 63 de la Ley de Condominios de Puerto Rico 

de 2020, supra sec. 1923h, preceptuó las reglas para la aplicación 

de la indemnización del seguro. En ese sentido, en términos 

generales, la indemnización del inmueble será destinada a la 

reconstrucción de este. Íd. Mediante este Artículo, en caso de 

siniestro, el Consejo de Titulares puede, por acuerdo de la mayoría, 

contratar una firma de profesionales para evaluar los daños o 

pérdidas sufridas en las áreas comunes y los apartamentos. Íd. 

Ahora bien, como pasos a seguir al recibirse una oferta de 

indemnización por parte de la aseguradora, ordena lo siguiente: 

Luego de recibir del asegurador una oferta de indemnización 
sea total o parcial, la Junta de Directores preparará un plan 
de distribución de los fondos para la reconstrucción, 
detallando las cantidades específicas que habrán de 
destinarse a la reconstrucción de las áreas comunes y los 
apartamentos, conforme a las tasaciones realizadas, 
cotizaciones obtenidas y los deducibles aplicables y a las 
restantes áreas comunes del inmueble. El informe se 
circulará a los titulares con no menos de quince (15) días de 
antelación a la celebración de la asamblea extraordinaria 
donde se consideren las ofertas presentadas y el referido 
informe. El Consejo de Titulares decidirá finalmente, por 
voto mayoritario, todo lo relacionado a la indemnización, 
incluidas la aceptación de las sumas ofrecidas por las 
compañías aseguradoras y las prioridades de las obras a 
realizarse.  

Una vez se determinen las obras de reconstrucción a 
realizarse, conforme se dispone en el párrafo anterior, el 
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resto de las obras necesarias para la reconstrucción de 
las áreas comunes, serán costeadas por el Consejo de 
Titulares. Dichas obras, así como la procedencia de los 
fondos, serán aprobadas por voto mayoritario del Consejo 
de Titulares.  

Si el Consejo de Titulares decidiera recibir la suma total de 
la indemnización para distribuirla luego entre los titulares, 
los dineros se depositarán en una cuenta especial, de la cual 
sólo podrán efectuarse retiros previa certificación del 
Tesorero y del Secretario en la que se acredite el acuerdo del 
Consejo de Titulares en el que se autoriza el retiro de fondos 
y que el mismo no ha sido impugnado en ningún foro judicial 
o administrativo.  

El Consejo de Titulares podrá adquirir una fianza de fidelidad 
o seguro para el Director o los directores, que responda por 

el manejo no autorizado de estos fondos. Cuando dicha 
reconstrucción comprendiere la totalidad del inmueble o más 
de sus tres cuartas partes (3/4), no será obligatorio hacerla. 
En tal caso y salvo convenio en otro sentido, de dos terceras 
partes (2/3) de todos los titulares, que a su vez, reúnan dos 
terceras partes (2/3) de las participaciones en las áreas 
comunes, se entregará la indemnización proporcionalmente 
a quienes corresponda, y en cuanto al resto del inmueble se 
hará según lo establecido en el Código Civil de Puerto Rico.  

Si procediere hacer la reconstrucción se observará lo previsto 
para tal hipótesis en la escritura constitutiva de la propiedad 
horizontal y en su defecto, lo que acuerde el Consejo de 
Titulares. Íd. (Énfasis nuestro). 

 

 Por último, el Art. 65 de la Ley de Condominios de Puerto Rico 

de 2020, supra sec. 1923j, permite que las acciones de la Junta de 

Directores y los acuerdos del Consejo de Titulares puedan ser 

impugnados por los titulares cuando: (1) sean contrarios a la Ley de 

Condominios de Puerto Rico de 2020, supra, la escritura matriz y el 

reglamento del condominio; (2) resulten gravemente perjudiciales a 

los intereses de la comunidad o a un titular; o (3) resulten 

gravemente perjudiciales para algún titular que no tenga obligación 

jurídica para soportarlo o no haya sido previsible al momento de la 

compra. En el caso de condominios residenciales, la jurisdicción 

primaria y exclusiva sobre estas impugnaciones será ejercida por el 

DACO. Íd.  

Dicho esto, el término para ejercer la acción de impugnación 

dependerá del supuesto bajo el que se presente. Si se trata de una 

impugnación de acuerdos, acciones u omisiones que constituyen 

una violación a la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra, 
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la escritura matriz o el reglamento del condominio, la acción 

prescribirá a los dos (2) años. Íd. Si se trata de una impugnación por 

otro supuesto, el titular tendrá treinta (30) días a partir de la fecha 

en que se tomó el acuerdo o determinación, si se hizo en su 

presencia, o a partir de la fecha en que recibe la notificación del 

acuerdo, si no estuvo presente. Íd.  

D. 

 En casos como el presentado ante nos, los honorarios de 

abogado por temeridad están autorizados por el Art. 3.21 de la 

LPAU, supra sec. 9661, el Art. 65 de la vigente Ley de Condominios 

de Puerto Rico de 2020, supra sec. 1923j, y la Regla 27 del 

Reglamento de Procedimientos Adjudicativos, Reglamento Núm. 

8034 de 14 de junio de 2011, DACO, R. 27, págs. 28-29.  

En lo pertinente, el Art. 3.21 de la LPAU, supra, permite que 

la agencia, en su función cuasijudicial, pueda imponer costas y 

honorarios de abogado en los mismos casos que dispone la Regla 44 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44. A su vez, el Art. 65 de 

la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra, mandata que 

el foro en el que se diluciden querellas o acciones de impugnación 

impondrá el pago de costas y honorarios de abogados a la parte que 

proceda con temeridad. De igual manera, la Regla 27 del Reglamento 

de Procedimientos Adjudicativos del DACO, supra, permite que el 

funcionario, secretario o panel de jueces que presida la vista 

administrativa imponga a la parte perdidosa el pago de costas y 

honorarios de abogado. Según la regla, ese proceso también se regirá 

por lo dispuesto en la Regla 44 de Procedimiento Civil, supra. 

Lo anterior es cónsono con la norma general de que las Reglas 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, no aplican 

automáticamente a los procedimientos administrativos. SLG 

Saldaña-Saldaña v. Junta, 201 DPR 615, 623 (2018), citando a 

Pérez v. VPH Motor Corp., 152 DPR 475, 484 (2000). Esto responde 
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a la necesidad de que los procesos ante los organismos 

administrativos funcionen ágil y sencillamente, sin la rigidez que 

suele caracterizar a los tribunales. Íd. Como excepción, se ha 

sostenido, como norma reiterada, que nada impide que en casos 

apropiados se adopten normas de las Reglas de Procedimiento Civil, 

supra, para guiar el curso del proceso administrativo, cuando las 

mismas no sean incompatibles con dicho proceso y propicien una 

solución justa, rápida y económica. Íd.; Pérez v. VPH Motor Corp., 

supra, pág. 485. 

De esta forma, resulta pertinente la Regla 44.1 de 

Procedimiento Civil, supra, la cual preceptúa que: “[e]n caso de que 

cualquier parte o su abogado o abogada haya procedido con 

temeridad o frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su sentencia 

al responsable el pago de una suma por concepto de honorarios de 

abogado que el tribunal entienda correspondan a tal conducta”. El 

propósito de esta sanción es penalizar al litigante perdidoso que, 

“por su terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una 

actitud desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 

innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconveniencias de un pleito”. Andamios de P. R. v. Newport 

Bonding, 179 DPR 503, 520 (2010), citando a Fernández v. San 

Juan Cement Co., Inc., 118 DPR 713, 718 (1987). Según ha 

establecido nuestro más alto foro, la facultad para imponer 

honorarios de abogado por temeridad es discrecional del tribunal 

por lo que no deberá ser variada, a menos que constituya un abuso 

de discreción. Íd. 

Entre las circunstancias en las que se ha reconocido que una 

parte actúa de forma temeraria se encuentra cuando: (1) contesta la 

demanda y niega responsabilidad total, pero posteriormente la 

acepta; (2) se defiende injustificadamente de la acción; (3) cree que 

la cantidad reclamada es exagerada y es la única razón que tiene 
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para oponerse a las peticiones del demandante, y no admite su 

responsabilidad pudiendo limitar la controversia a la fijación de la 

cuantía a ser concedida; (4) se arriesga a litigar un caso del que se 

desprende prima facie su responsabilidad; y (5) niega un hecho que 

le consta es cierto a quien hace la alegación. C.O.P.R. v. S.P.U., 181 

DPR 299, 342 (2011), citando a Blas v. Hosp. Guadalupe, 146 DPR 

267, 335-336 (1998). De igual forma, al imponerse honorarios de 

abogado, la cuantía a imponerse será calculada considerando: (1) el 

grado de temeridad; (2) el trabajo realizado; (3) la duración y 

naturaleza del litigio; (4) la cuantía involucrada; y (5) el nivel 

profesional de los abogados. Íd., págs. 342-343.  

IV. 

 En el caso de marras nos corresponde resolver si procede que 

un Consejo de Titulares reembolse a una titular el dinero que gastó 

para realizar reparaciones a elementos comunes por daños que 

afectaban a sus dos apartamentos, cuando en un desglose de 

distribución de fondos, aprobado por el Consejo de Titulares, no se 

adjudicó cuantías a ningún apartamento por ese concepto y ciertos 

fondos disponibles, pagados por la aseguradora, fueron aprobados 

y utilizados para otros arreglos. Además, debemos atender si 

procede la imposición de honorarios de abogado por temeridad a la 

Junta de Directores. 

 El DACO determinó que el reembolso procedía. Conforme a su 

decisión, en esencia, la señora Miranda Rodríguez posee un derecho 

de recobrar los gastos en los que incurrió para reparar daños en los 

elementos comunes que afectaron el uso y disfrute de su propiedad. 

Según resolvió, tanto la cuantía de los daños como la de los gastos 

fue demostrada por la recurrida, en un Appraisal Report preparado 

por ECM para Triple S Propiedad y en una adjudicación preparada 

por el licenciado del condominio. Asimismo, rechazó el 

planteamiento de la Junta de Directores, repetido ante nos, de que 
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no corresponde realizar el reembolso porque ciertos fondos 

disponibles fueron aprobados para arreglar el techo y pintar la 

estructura. De la misma manera, resolvió que, independientemente 

de la validez de las asambleas, el Consejo de Titulares no quedó 

liberado de su responsabilidad de reembolso por reparar elementos 

comunes. 

 En desacuerdo, la Junta de Directores contesta en la negativa. 

A su entender, no procedía el reembolso a la señora Miranda 

Rodríguez, sino, por el contrario, correspondía que se convocara al 

Consejo de Titulares para que decidiera de dónde provendrían los 

fondos para el pago por los daños específicos de los elementos 

comunes de fachada de los apartamentos afectados. Además, 

plantea que reconocer la obligación de reembolso a favor de la 

recurrida sería contrario a derecho, puesto que existían otros 

apartamentos en similar situación. También, reitera que las 

asambleas en cuestión no fueron impugnadas a tiempo y, por ende, 

no se pueden cuestionar los acuerdos convenidos en ellas. Por 

último, arguye que no actuó con temeridad. 

 En apoyo de la Resolución recurrida, la señora Miranda 

Rodríguez argumenta que los hechos estipulados por las partes no 

permiten revocar el dictamen del foro recurrido. A su vez, plantea 

que la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra, les impone 

al Consejo de Titulares y a los demás titulares la obligación de 

costear los gastos que hizo la recurrida, toda vez que incurrió en 

ellos para realizar obras urgentes y necesarias tras la emergencia 

provocada por el paso de los huracanes Irma y María. Asimismo, 

coincide con el foro recurrido en cuanto a la independencia de la 

controversia de la validez de las asambleas impugnadas y con la 

determinación de que la Junta de Directores actuó con temeridad. 

 Tras un análisis objetivo, sereno y cuidadoso del voluminoso 

expediente del caso, la prueba documental y los hechos estipulados 
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por las partes, resolvemos que el DACO no incidió en los errores 

señalados. El dictamen es esencialmente correcto en derecho y las 

determinaciones de hechos en las que se basa están sustentadas 

firmemente en la evidencia sustancial que obra en el expediente, 

cuyo valor y pertinencia no fueron cuestionados por la Junta de 

Directores. Por ello, no existe razón para variar las determinaciones 

de hechos a las que llegó el foro recurrido, a las cuales, además, le 

debemos deferencia. Conforme a la Ley de Condominios de Puerto 

Rico de 2020, supra, y el derecho examinado, la señora Miranda 

Rodríguez tiene derecho a repetir en contra de los demás titulares, 

encarnados en el Consejo de Titulares, para recobrar lo que gastó al 

reparar los daños que sufrieron elementos comunes tras el paso del 

huracán María, acción que era necesaria para salvaguardar y 

disfrutar su propiedad. De igual manera, no encontramos que exista 

razón, ni que la parte recurrente haya aducido evidencia alguna, que 

provoque variar la determinación del DACO en cuanto a la 

temeridad de la Junta de Directores.  

 Este caso presenta un hecho principal claro, estipulado por 

las partes, determinado por el DACO: la señora Miranda Rodríguez 

realizó reparaciones a elementos comunes del Condominio Río Mar 

Cluster I.8 Esto incluyó el arreglo o reconstrucción de partes de la 

fachada, ventanas, barandas y puertas. Al así hacerlo, la recurrida 

asumió como suya una responsabilidad común del Consejo de 

Titulares, según el andamiaje estatutario aplicable al régimen de 

propiedad horizontal. De no hacerlo, se hubiese afectado 

nocivamente el estado de su propiedad, así como su derecho a 

disfrutarla. Como demuestra la prueba documental y los hechos 

estipulados, tanto la Junta de Directores como el Consejo de 

 
8 Estas reparaciones y la interacción entre la recurrida con la Junta de Directores 

y el Consejo de Titulares sobre ellas ocurrieron mientras estaba vigente la antigua 

Ley de Condominios, supra. Por ello, lógicamente, es de aplicación ese estatuto a 

esa controversia. 
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Titulares conocían de este hecho y fueron notificados de la urgencia 

en la que se necesitaban realizar esos arreglos. Esto fue admitido 

por la propia parte recurrente en los escritos que presentó ante el 

DACO, así como los que radicó ante esta Curia.  

 Empero, la discrepancia radica en si procede imponerle la 

responsabilidad de reembolsarle los gastos incurridos por la señora 

Miranda Rodríguez al Consejo de Titulares, como resolvió el DACO 

y defiende la recurrida, o si esa tarea corresponde que la atienda el 

Consejo de Titulares, mediante sus mecanismos democráticos, como 

argumenta la Junta de Directores. La respuesta es clara y la provee 

palmariamente la antigua Ley de Condominios, supra. En vista de la 

prueba documental y los hechos estipulados, se configuran los 

requisitos prescritos por el Art. 17 de la antigua Ley de Condominios, 

supra, para que un titular pueda repetir contra los demás por el 

pago de los gastos realizados. En este caso, los elementos comunes 

requerían obras urgentes y necesarias de reparación, se contó con 

las justificaciones pertinentes y la Junta de Directores estuvo 

notificada, pero no actuó con la diligencia que ameritaban las obras 

en cuestión. La conclusión obligatoria ante semejante marco fáctico 

es que la recurrida posee el derecho a ser reembolsada por los gastos 

reclamados. 

Aún más, no es posible soslayar que los daños sufridos por 

los apartamentos de la señora Miranda Rodríguez fueron causados 

por el huracán María. Su reparación se dio en el contexto de la 

declaración de emergencia tras el nefasto paso de ese fenómeno 

atmosférico, así como del huracán Irma días antes. Por esa razón, 

la recurrida tendría derecho a repetir el gasto en contra de los demás 

titulares por tratarse de una situación de emergencia, incluso si no 

se hubiera notificado a la Junta de Directores. 

Cabe destacar que no existe controversia respecto a la cuantía 

determinada por la aseguradora Triple S Propiedad y adjudicada a 
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favor de la señora Miranda Rodríguez por los daños sufridos en los 

elementos privativos de sus apartamentos, tal y como estableció el 

DACO. Esa cuantía fue fijada en $25,795.17 por el foro recurrido, el 

cual consideró que la recurrida la demostró para récord durante una 

vista administrativa. Esa cantidad se distribuye en $15,896.81 

correspondientes a elementos privados y comunales de la villa 10-B 

y $9,898.36 correspondiente a los mismos elementos de la villa 10-

D. El extenso expediente justifica esa concesión, muy en específico 

los relevos firmados por la recurrida al Consejo de Titulares en los 

que se consigna que se le pagarán esas sumas de dinero.9 

Desde el comienzo de este litigio administrativo hasta la 

presente solicitud de revisión judicial de la Resolución recurrida, la 

Junta de Directores ha reiterado que la asignación previa de ciertos 

fondos por el Consejo de Titulares para la reparación del techo y la 

pintura de los edificios es óbice para determinar que le corresponde 

reembolsar a la señora Miranda Rodríguez por los gastos que hizo 

para reparar elementos comunes, tarea y pago que le tocaba al 

Consejo de Titulares. Lo plantea y lo repite, pero no lo argumenta en 

derecho. Y es que no surge obstáculo alguno en el derecho aplicable 

que impida ordenar a la parte recurrente a satisfacer la obligación 

que se ha detallado. Por el contrario, existe amplio apoyo. 

Tampoco es óbice el planteamiento de la Junta de Directores 

de que los acuerdos tomados por el Consejo de Titulares en 

asambleas celebradas el 17 de noviembre de 2019 y el 23 de mayo 

de 2021 no fueron impugnadas correctamente dentro del término 

dispuesto en la Ley de Condominios de Puerto Rico de 2020, supra. 

Por un lado, la parte recurrente admitió que la convocatoria de la 

asamblea del 23 de mayo de 2021 no cumplió con lo requerido por 

el ordenamiento. Por el otro, independientemente del asunto de la 

 
9 Apéndice de la Petición, Anejo VIII, págs. 281-282. 
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validez de los acuerdos a los que llegó el Consejo de Titulares, este 

no quedó liberado de su responsabilidad de restituir a la recurrida 

los gastos incurridos. La obligación subsiste, aunque se hayan 

asignado fondos a otros asuntos, válida o inválidamente. Lo 

contrario representaría: (1) permitir que el Consejo de Titulares del 

Condominio Río Mar Cluster I se lucre injustamente del esfuerzo de 

la señora Miranda Rodríguez; (2) consentir que el Consejo de 

Titulares omita su deber mediante la asignación de fondos para 

distintos fines; y (3) desalentar que los titulares tomen acción ante 

situaciones de emergencia o daños a elementos comunes que 

afectan su propiedad cuando la Junta de Directores del condominio 

en el que radican no actúa con la premura que amerita. Eso sería 

contrario a derecho. 

 Por último, a la luz de que no existe evidencia de abuso de 

discreción por el DACO al aquilatar que la Junta de Directores fue 

temeraria, no corresponde intervenir con esa determinación, ni la 

correspondiente fijación de honorarios de abogados. La imposición 

de honorarios de abogados por temeridad es un ejercicio 

discrecional del DACO con el que no intervendremos mientras no 

hayan indicios de abuso de tal discreción. En todo caso, el 

expediente administrativo apoya la conclusión a la que llegó el foro 

recurrido.  

Por lo anterior, corresponde confirmar la Resolución recurrida. 

Al Consejo de Titulares del Condominio Río Mar Cluster I le 

corresponde pagar $25,795.17 a la señora Miranda Rodríguez por 

concepto de los gastos en los que incurrió para reparar los elementos 

comunes del condominio, así como $1,500.00 por concepto de 

honorarios de abogados por temeridad. La cifra de los gastos 

incurridos por la recurrida fue adjudicada por el DACO, 

determinación que se basó en evidencia sustancial.  
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V. 

Por los fundamentos pormenorizados, se confirma la 

Resolución recurrida. 

Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. El Juez Sánchez Ramos concurre con la 

determinación de confirmar la decisión recurrida, sin opinión 

escrita. 

 

 

 
 
 

                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 
 


